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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-10/2015
LAUDO que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por XXXXX, contra la entidad “XXXXX”, sobre vulneración del derecho de información. 
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 20 de noviembre de 2015 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, en nombre y representación de la entidad mercantil “XXXXX.”, de la que, como pretensión principal, se deducía acción por  considerar vulnerado su derecho de información como socio de la cooperativa “XXXXX”.  

La documentación que se adjuntaba con la demanda ha sido objeto de estudio y valoración a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO: Admitida a trámite la solicitud de arbitraje, se dio traslado de la misma a la cooperativa de referencia para su contestación, lo que tuvo lugar con fecha 30 de diciembre de 2015 mediante escrito por el que se aportaba copia del libro de socios, del libro registro de participaciones cooperativas, del de actas de la asamblea general y del consejo rector, así como las cuentas anuales correspondientes a los ejercicios desde el 2008 al 2015. 
TERCERO: A la vista de lo anterior, con fecha 26 de enero de 2016 el solicitante de arbitraje, considerando la documentación que se le había facilitado incompleta o directamente sesgada, volvió a requerir la misma, alegando la cooperativa de contrario la imposibilidad material de atender a lo solicitado al tratarse de una reclamación imprecisa y abarcar documentación de hace treinta años. 
CUARTO: Con fecha 30 de marzo de 2016 tuvo lugar en la sede de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, previa convocatoria, la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.

Compareció en nombre de XXXXX, D. XXXXX, abogado, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Toledo con el número XXX , acreditando su representación mediante escritura de poder autorizada el XXX por el notario de Illescas, XXX, con el número XXX de su protocolo. Por parte de la cooperativa compareció su Presidente, D. XXXXX, asistido por el economista D. XXXXX, provisto de D.N.I. nº XXXX; además, con objeto de –según refieren- aclarar cuantas dudas pudiera tener el solicitante  de arbitraje respecto de la documentación aportada hasta esa fecha en el expediente, comparecieron también en nombre de la cooperativa D. XXXXX y D. XXXXX, de XXX, entidad a la que pertenece la cooperativa agraria demandada 

Durante el transcurso del referido acto la parte demandante ratificó el contenido de su solicitud de arbitraje, concretando los términos de la cuestión litigiosa en la existencia de vulneración del derecho de información que, en su calidad de socio, le asiste.

Por el representante de la cooperativa se ratificó el contenido de su escrito de fecha 29 de enero de 2016, alegándose nuevamente que la solicitud de documentación es absolutamente desproporcionada y caprichosa, añadiendo además que los documentos facilitados son más de los que legalmente se está obligado a proporcionar. 
CUARTO: Respecto del preceptivo trámite de conclusiones, al amparo de las facultades que el artículo 26 del Decreto 72/2006 confiere al Árbitro, se acordó su celebración de forma simultánea con la vista para fijar los términos de la cuestión litigiosa, no existiendo oposición al respecto por ninguna de las partes en el procedimiento. La mencionada unificación de fases encuentra fundamento en la consecución de los principios de economía procedimental, agilidad e igualdad entre las partes que presiden los procedimientos arbitrales. 


En relación con lo anterior, tanto el demandante de arbitraje como la cooperativa solicitaron que se consideraran como conclusiones definitivas las recogidas en los distintos escritos que forman parte del expediente, así como las manifestadas durante la celebración de la vista preliminar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: Tal y como quedaron fijados los términos de la cuestión litigiosa en la vista previa que, a tal efecto, se celebró el pasado 30 de marzo de 2016, el presente litigio se centra en determinar si se ha producido por parte de la cooperativa demandada vulneración del derecho de información del socio solicitante de arbitraje.


El artículo 36 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, establece el contenido mínimo del derecho de información que le asiste al socio y, de forma detallada, la forma en la que ejercer el referido derecho. Con ello se pretende, tal y como se establece en la propia Exposición de Motivos de la Ley, introducir “cautelas frente al posible ejercicio abusivo o infundado de este derecho”.  En consecuencia puede afirmarse que, ya desde un principio, la  propia Ley sitúa y apunta la figura del abuso de derecho como uno de los elementos a valorar en las solicitudes de información por parte de los socios cooperativistas. 

Efectivamente, la actitud del socio que realiza la solicitud de petición de información amparándose en el derecho de que goza no puede ser ejercitada sin prever las consecuencias de la misma, siendo necesario establecer un ineludible equilibrio entre todos los intereses que pudieran concurrir. Dicho de otro modo, el derecho de información no puede entenderse ni en un sentido tan amplio que permita ser abusivamente ejercitado, entorpeciendo de esta forma la actividad de la sociedad, ni tampoco de forma tan restringida que pudiera dejarse el mismo sin contenido material. 
En el supuesto que nos ocupa, a la vista de lo recogido en la solicitud de arbitraje y en su escrito de fecha 26 de enero de 2016, tiene razón la cooperativa cuando afirma que esa solicitud de documentación es imprecisa y supone facilitar información referente a la cooperativa prácticamente desde su constitución. El derecho que le asiste al socio no justifica la obtención de copia de todos aquellos documentos que recojan hasta el más mínimo detalle de la situación de la cooperativa, sino sólo de aquéllos que puedan servir de soporte y antecedente a la pretensión que subyace en la solicitud de información y que, en el presente caso, parece centrarse en el cálculo del reembolso de las participaciones sociales a raíz de la baja como socio de la cooperativa. 
Téngase en cuenta que el derecho de información, sin negar su carácter esencial para el adecuado funcionamiento de la vida social, es también un derecho limitado. En este sentido, la petición de documentos que el solicitante de arbitraje dirigió al Consejo Rector excedía de la referida facultad del socio y, además, no se ajustó a las previsiones legales que configuran la forma en la que ejercitarla, tal y como veremos más adelante. Por otra parte, si tenemos en cuenta la pretensión subyacente –apuntada en el párrafo anterior-, la documentación facilitada por la cooperativa excedía claramente de su obligación legal. Así, por ejemplo, para proceder al cálculo del reintegro de las participaciones obligatorias que le corresponde al socio, no resultan en ningún caso necesarias las cuentas anuales de todos aquellos ejercicios contables que no se correspondan con aquél en el que se genera el derecho de reembolso; asimismo, resulta desproporcionado solicitar de forma genérica copia del libro de actas del órgano de administración y del libro de actas de la asamblea sin antes haber concretado qué reunión o reuniones son las que suscitan interés para la pretensión que se persigue (previo examen de los libros afectados) o, al menos, indicar los motivos por los que se hace necesario contar con copia de tan ingente documentación, sobre todo si tenemos en cuenta que el solicitante de arbitraje dispone desde el año 2008 del título nominativo de participación en el capital social que acredita el valor de sus aportaciones, el cual coincide con lo reflejado en el libro de aportaciones sociales que asimismo se le ha facilitado en el presente procedimiento, llegándose incluso a mostrar el original en el acto de la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, y obrando en su poder asimismo las cuentas anuales del ejercicio en el que se produjo su baja. 

Aunque en el siguiente Fundamento de Derecho se desarrollará esta idea que ahora simplemente se apunta, la ley únicamente obliga a informar y, en su caso, a facilitar el libre acceso o consulta, pero no impone la necesidad de entregar copia de la práctica totalidad de los documentos que obren en los archivos de la entidad.

TERCERO: Regula con detalle el artículo 36 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, la forma en la que ejercer el derecho de información del socio. En este sentido, respecto de la posibilidad de facilitar copias de determinada documentación, el precepto citado dispone en su apartado 2.a) que será posible exigirla en el caso de los estatutos sociales y del reglamento de régimen interno. En consecuencia, no indicándose nada más a lo largo de todo el artículo 36, cabe deducir que el contenido mínimo del derecho de información  respecto de la obtención de fotocopias se circunscribe a esos documentos citados, quedando a voluntad de la cooperativa la posibilidad de facilitar algún documento más por ese procedimiento.

En otro orden de cosas, y respecto de los libros sociales, el apartado 2.b) del precitado artículo 36 establece y fija el contenido mínimo del derecho de información exclusivamente en el libre acceso al libro registro de socios y al de actas de la asamblea general y, respecto de éste último, a obtener copia certificada –si se solicita- de los acuerdos adoptados o de las propias actas que aún no hubieran sido incorporadas al libro. Por tanto, excede del contenido mínimo del derecho de información legalmente establecido exigir copia de todos los libros sociales, tal y como solicita el demandante. Es más, respecto del libro de actas del Consejo Rector, la Ley ni siquiera reconoce el derecho de libre acceso antes visto, sino que limita el derecho de información a la posibilidad de solicitar copia certificada sólo de aquellos acuerdos que afecten al socio individual o particularmente, no pudiendo ampararse en consecuencia las pretensiones genéricas de XXXXX

Por último, respecto de las cuentas anuales de ejercicios anteriores que se encuentren ya aprobadas, las cuales también han sido objeto  de solicitud, nada prevé en tal sentido la Ley, por lo que no puede considerarse incluido dentro del contenido mínimo del derecho objeto de estudio que la cooperativa tenga que facilitar al socio copia de esos documentos contables, sobre todo si tenemos en cuenta que el Decreto 214/2015, de 3 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha, prevé en su artículo 79 la publicidad de las cuentas anuales que se encuentren en él depositadas a través de certificación emitida por la persona encargada del registro o por medio de fotocopia compulsada, previa solicitud.

A la vista de los preceptos citados puede concluirse afirmando que, tal y como afirma la por la cooperativa en su escrito de fecha 29 de enero de 2016, en el presente caso se ha cumplido sobradamente con la obligación legal de información al socio, sin que en ningún caso pueda considerarse que se ha producido vulneración de tal derecho.  
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe desestimarse la solicitud de arbitraje presentada por XXXXX,

 contra la entidad “XXXXX”, declarándose en consecuencia que no se ha producido vulneración del derecho de información del socio objeto de reclamación. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 6 de abril de 2016
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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